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Panamá,z0 de agosto de 2019
c-sAM-22-19

Señor
Abdul Juliao Antadillas
Alcalde de Chame
Frovincia de Panamá Oeste
E. S. D.

Ref: Reconocimiento de licencia con sueldo a los Representantes de Corregim-iento.

Señor Alcalde:

Tengo el agrado de dirigirme a usted en ocasión a dar respuesta a su Nota: 024-2019 de 19
de julio de 2019, recibida en esta Procuraduría el 31 de julio de 2019, en la que nos
consulta sobre el proceder para hacer efectivo el pago de las licencias con sueldo que se les
asignan a las autoridades electas y que salario es el que corresponde reconocer; ademas
solicita nos pronunciemos sobre la facultad que tiene el Alcalde para trasladar de una
planilla a otra a un funcionario municipal, a través de decreto.

En atención al objeto de su consulta, y en virtud de la misión que mantiene esta
Procuraduría a través del numeral 6, del artículo 3 de la Ley 3 8 de 3l de julio de 2000, que
aprueba el Estatuto Organico de la Procuraduría de la Administración, que nos insta a
brindar orientación a los servidores públicos y al ciudadano en la modalidad de educación
informal, observamos que sus interrogantes tienen relación con Ia validez y aplicación del
Decreto 329 de 17 de junio de 2019, por medio del cual se traslada al funcionario municipal
Eric Coparropa, y la Resolución 222 de 2I de junio de 2019, por medio de la cual se

concede derecho a licencia con sueldo al representante electo de Chame, señor Eric
Coparropa; ambos actos administrativos emitidos por la otrora Alcaldesa de Chame.

Sobre su consult4 esta Frocuraduría debe advertir que conforme al segundo parrafo del
Artículo 73 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000, concordante con el numeral2 del Artículo
97 del Código Judicial y el numeral2 del artículo 206 de la Constitución Política de la
Reprlblica, corresponde a Ia Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo pronunciarse
prejudicialmente acerca del sentido y alcance de un acto administativo o de su valor legal.

En ese sentido, debemos expresarle que su solicitud rebasa nuestras competencias, ello
fundamentado en lo que a nuestras actuaciones establece el artículo 2 de la Ley 38 de 31 de
julio de 2000, el cual establece lo siguiente:
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"Artículo 2' Las actuaciones de la Procuraduría de la Administración seextienden al ámbito jwídico administrativo del Estado, rr.iuv.iáo hsfunciones jurisdiccionales, legislativas y, en lenerar, ras competencias
especiales que tengan otros organisrrros oficíáes.o, "

En virtud de lo expuesto, esta Procuraduría se encuentra imposibilitada para darlecontestación a su consulta; no obstante, como quiera que nos encontramos con actosmaterializados, podemos indicarle que los mismos ,, ,ncl.nt uo vigentes, por lo que, se

fitotft 
su legalidad al tenor de lo éstablecido en los arrícutos l+,2íi qi¿üiu rry 38 de

Para mayor ilustración haemos a colación un extracto del fallo de la sala Tercera de locontencioso Administrativo de la corte suprema de Justicia, fechado 15 de noviembre de2018, del cual se exteriorizó el principio de presunción áelegatioaa asi:

aa

En este punto, conviene subrayar, que no debe perderse de vist4 con relación aestos hechos, que en nuestro oidenamiento jurídico rige ei prirrripi" a."presunción de legalidad" de los actos administrativos, lo cual significa nosólo que éstos se consideran ajustados al ordenamiento jurídico, sino tambiénque quien alega su ilegalidad debe demostrarla plenamente. (Resaltado esnuestro).

En ese sentido, debe recordarse que el acto administrativo es concebido comoaquella declaración o acuerdo de voluntad expedida o cete¡ráio-po, *uautoridad u oreanispq público con la finalidad á. ,r.*, modificar, transmitiro extinguir r¡na relación juriáica, que por su contenido y alcáce- qu"oa
sometida al Derecho Administrativo (numeral 1 del artículo zoi ¿e tu i.yie a.
2000). (Resaltado y subrayado es nuestro).

De esta forma, los actos administrativos vistos desde la fi:nción que estrín
llamados a cumplir, buscan concretar o materiali zar laactuación que desarrollala Administración para dar cumplimiento a la satisfacción de los intereses
generales y públicos que le han sido confiados.

En virtt¡d de ello, resulta evidente que, esos actos administrativos: por
definición, tienen que ajustarse estrictamente a lo dictado en la Constitucion yla Ley. Este principio de legalidad de las actuaciones administrativas está
contemplado expresamente en los artículos 34 y 36 de la Ley 3g de ii a"¡"rio
de 2000, que regula el procedimiento administrativo general, que establecen Io
siguiente:

ofArtículo 34. Las acúuaciones administrativas en todas las entidades
públicas se efectuarán... con apego aI principio de estricta legalidadr'.
(Resaltado es nuestro)
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"Artículo 36' 
Lr.nsnn acto podrá emitirse o celebrarse con infracción deuna nonna jurídica vigenteo aunque éste provenga de la misma auto¡¿a¿que dicte o celebre 

9l actg t.tp""tiuo. Ninguna ñiioridad podrá celebrar oemitir un acto para er cuar carezca de compitencia áe ururrdo con ra rey olos reglamentos". (Lo resaltado es de la Saia Tercera¡

De 1o anterior, se desprendg que lo que se busca con el principio de estrictalegalidad, es garantizar que la actuacién de las autoridades priblicas se sujete aun conjunto de reglas.y nonnas previamente establecidas, áe ronnulJql. ,.evite toda arbihariedad o abuso de poder qu. pu.ou arrctar a los administrados.

En ese orden de.ideas, y_en seguimiento de lo establecido en el numeral 1 delartículo 201 de la Ley 38 de ¡l ¿e julio de zooo, ei-acto administrativo debeatender los siguientes elemento, u,rulm pura 
"u'formación: 

a) competencia;salvo que ésta sea delegable o proceda la sustitucion- ui objeto; el cual debe serlícito v físicamenre posibre.c) binuli¿a¿; ur";á; ;;; e-í ordeoamienro jurídico yen ningún momento puede encubrir otros proporito, públicos o privadosdistintos de la relación jurídica de que rc ii.uiá.áióuu.u; la cual debe serrelacionada con los hechos, antecedentes y el derechó aplicable. e) Motivación;que debe reflejar er conjunto de faciores de hecho y de derecho quefundamentan la decisión. f¡ Procedimiento; u.¡".tuao-u los tr¿ímites jurídicos
exigidos para su emisión; y g) Forma; que salvo las excepciones que la Leyindique, la misma debe ser eJórita, con la indicación del lugar oe e'xpeoicion,fecha y autoridad que lo emite.

Las consideraciones anteriores han sido reconocidas por la Sala Tercera enreiteradas oportunidades, indicando que la presunción de legalidad es ,,la
convicción, fundada en la constitución y en la rey, en virtud de la cual seestima o asume que un acto emanado de quien ostená la calidad de funcionariopúblico y dictado en ejercicio de sus funciones, fue expedido con arregto aorden jurídico, es decir, cumpliendo las condiciones ro-rmares y ,urtÁii¿",
necesarias para que dicho acto sea válido y pueda, entonces, llegar a ser eficaz,,.(Auto de 3l de julio de 2002).

Así pues, la jurisprudencia de la Sala Tercera ha indicado igualmente que
la presunción de legalidad que ampara los actos administrativos es unapresunción iuris tantum, "es decir, Qüe no es absoluta, sino que puede serdesvirtuada mediante prueba en contrario". (Sentencia de 19 de septLmUre de2000).

En cuanto al concepto de presunción-legal, la propia Ley 3g de 2000, que
regula el Procedimiento AdministrativJGeo"rul,'lo defrne 

"o "l 
,ruÁ"iJ

77 del artículo 201 de la Ley No 3g de 2000, de lá siguiente forma:

"Artículo 201.
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77' Presunción legal. La que establece ra ley, releva de pruebafavorecido por ell4 pero_ admite prueba en contrario por ser tan sóloderecho (iuris tantum)". (Lo resaltádo es de la Sata¡--- '-- '

En seguimiento de lo anterior, sobre.r_l"-Tu de lapresunción de regalidad, erAUtOr ESPATiOI LIBARDO ORLANDO RIASCOS G'ÓME¿, hA iNdiCídO Ñ ümisma "consiste b¿ísicamente en que todo acto il;;;; haya expedido porautoridades estatales o. personas particulares con ** ;oblica se entienden

al
de

conforme al ordenamiento jurídico vigente y

tencioso

$1*::"lcoru:L strativo, segundaEdición, Grupo Editorial [báñez, Bogorá, 2013, página ;r5) ?ü#il'::nuestro).

En razón de lo anterior, resulta claro que mientras no se acredite medianteresolución judicial definitiva [a ilegalidad del acto administrativo, el mismodeviene obligatorio y de estricjo cr¡mplimiento, a fin de garantizar eIrespeto a Ia Ley y a ras autoridades. (Resaltado y,úbruyudo ,r;;;;;t.
Realizados los planteamientos que preceden, puede concluirse que
la presunción de.legalidad que atañe á los áctos administrativos no es absoluta,y por tanto, la misma tiene una naturaleza revisable, es decir, q"r uO*it prueba

::,rono*to 
(presuncióniurts tantum)..." lsubtayado es nuestro). ;

De conformidad con la jwisprudencia y la ley, se infiere que los actos emitidos por larespectiva autoridad, se presumen legales mientras no se declaren contrarios a laConstitución Política, a la ley o a los reglamentos generales, por parte de los tribunales
competentes. (Cfr. Artículo 46 de la Ley 3g de 2000).

Atent¿rmente,

RGh#ea.
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